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JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA Nº8 DE HUELVA
Alameda Sundheim, 17
Fax: 959013700 - 959526351. Tel.: 603603372   - 606236420
N.I.G.: 2104142120210006781
Procedimiento: Procedimiento Ordinario  809/2021. Negociado: MY
Sobre: Nulidad 
De: 
Procurador/a: Sr/a. MARIA ISABEL HERRADA MARTIN
Letrado: Sr/a. MANUEL CHAMORRO PAVON
Contra: BBVA
Procurador/a: Sr/a. 
Letrado: Sr/a. 

S E N T E N C I A N  º    492/2023

En Huelva, a once de mayo de dos mil veintitrés

D.  ,  Magistrado-Juez  del  Juzgado  de  Primera 
Instancia nº 8 de Huelva, procede, EN NOMBRE DE S.M. EL REY, a dictar la presente 
resolución:

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- La parte actora presentó demanda de Juicio Ordinario arreglada a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, que fue turnada a este Juzgado contra el demandado, la entidad BBVA 
SA,  mediante escrito  en el  que,  tras exponer  los  hechos y fundamentos de derecho que 
consideró de aplicación terminaba suplicando que tras los trámites de ley se dictara sentencia 
por la que se declarara la nulidad de la cláusula de atribución de gastos al prestatario del 
contrato  de  préstamo  con  garantía  hipotecaria  que  se  expondrá,  con  restitución  de  las 
cantidades cobradas indebidamente a raíz de la nulidad de esa cláusula, más costas.

SEGUNDO.- Admitida la demanda, se acordó emplazamiento de la parte demandada a fin 
de que en el plazo legal compareciera en forma y contestara la demanda, lo que verificó en 
tiempo y forma oponiéndose en parte a la demanda presentada de contrario.  Se allanó a la 
pretensión de nulidad de la cláusula de gastos impugnada.

TERCERO.- Señalada la celebración de la audiencia previa, al acto comparecieron ambas 
partes, con la proposición y admisión de prueba que consta en autos.

Admitiéndose exclusivamente prueba documental, quedó el juicio visto para sentencia.
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CUARTO.- En el presente procedimiento se han cumplido las prevenciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Términos de la reclamación.

La parte actora ejercita acción de nulidad de condición general al amparo de los artículos 7, 
8 y 9 de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la Contratación(en 
adelante  LCGC),  alegando,  en  esencia,  que  la  cláusula  es  una  condición  general  de  la 
contratación, que el actor es consumidor, y que la condición general es una cláusula abusiva 
que no ha sido negociada entre las partes y que adolece de falta de reciprocidad. 

Alega que con fecha 29 de diciembre de 1995 formalizó con la demandada una escritura de 
préstamo con garantía hipotecaria, ante el Notario  DON FACUNDO SANCHO ALEGRE, 
con número de su protocolo 4733, y que en la meritada escritura se dispuso, como cláusula 
de adhesión, la atribución al prestatario de todos los gastos derivados de la formalización del 
negocio jurídico.

En relación a la cláusula impugnada se aduce que la misma no fue objeto de negociación, 
siendo  incorporadas  con  carácter  general  por  la  mercantil  demandada  a  este  tipo  de 
contratos, que pertenecen a la categoría de contratos de adhesión, cuyo contenido ha sido 
redactado previa y unilateralmente por la entidad financiera, considerando que la inclusión 
de  la  cláusula  produce  una  absoluta  falta  de  reciprocidad  entre  las  partes.  Refiere  que 
tratándose de contratos de adhesión no tiene el consumidor capacidad de negociación, por 
ello  considera  que  la  cláusula  ha  de  ser  declarada  nula  solicitando  su  eliminación  del 
contrato y se condene a la entidad a la devolución de las cantidades abonadas en virtud de la 
aplicación de la referida cláusula, y sus intereses legales. En concreto, insta que se condene a 
la demandada a abonar a la actora: 

-50% Aranceles Notario:  211,70 euros
-Aranceles Registrador:  210,72 euros 
-Honorarios de gestión: 411,33 euros
-Tasación: 156,86 euros

Frente a ello la entidad demandada se allanó a la pretensión de nulidad de la cláusula de 
gastos impugnada pero manifestó su oposición a la restitución, alegando la prescripción 
de la acción restitutoria ejercitada. 

SEGUNDO.- La demandada ha formulado allanamiento respecto a la pretensión de nulidad 
de la cláusula impugnada.
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El allanamiento, como declara nuestra Jurisprudencia consiste en aquella manifestación de 
conformidad con la  petición contenida en la  demanda,  hecha por la  parte  demandada al 
contestar o en otro momento, siendo el efecto principal de tal manifestación el poner término 
al proceso mediante una resolución que tenga como base tal allanamiento. 

Por ello, de conformidad con lo dispuesto en el art. 21 de la LEC, no siendo contrario ni al 
interés  ni  al  orden  público  sin  que  vaya  en  perjuicio  de  tercero,  resulta  procedente  la 
estimación de la demanda en dicho aspecto.

De conformidad con lo indicado procede estimar la demanda y declarar la nulidad de la 
cláusula de la de atribución al prestatario de todos los gastos derivados de la formalización 
del negocio jurídico –cláusula QUINTA- que se contienen en el contrato celebrado entre las 
partes  mediante escritura  pública autorizada por  el  Notario DON FACUNDO SANCHO 
ALEGRE  de  fecha   29  de  diciembre  de  1995,  bajo  el  ordinal  4733  de  su  protocolo, 
condenando a la demandada a eliminar esa estipulación del contrato.

TERCERO.- PRESCRIPCIÓN 

La  parte  actora  ejercitó  una  acción  individual  de  nulidad  de  una  condición  general  de 
contratación y reintegro de las cuantías indebidamente satisfechas. Alega la demandada  la 
PRESCRIPCIÓN de la acción resarcitoria, a la vista del tiempo trascurrido desde que se 
suscribió la escritura de préstamo hipotecario - 29 de diciembre de 1995-. 

En relación a dicha excepción de prescripción de la acción de restitución de las cantidades 
abonadas en virtud de la cláusula impugnada, la entidad demandada parte de que son dos las 
acciones ejercitadas; una de nulidad de las condiciones generales de la contratación y otra 
resarcitoria,  considerando  que  esta  última  se  halla  prescrita  por  el  transcurso  del  plazo 
previsto en el art. 1964 del Código Civil, de quince años hasta la reforma operada por la Ley 
42/2015, de 5 de octubre y, cinco años desde entonces. Entiende el demandado que dicho 
plazo se empieza a computar desde que el gasto se efectuó.

El motivo de oposición debe rechazarse.

Esta  cuestión  resultó  ciertamente  polémica  y  dio  lugar  a  soluciones  divergentes  de  las 
distintas Audiencias provinciales. Algunas audiencias entendieron que se ejercita una única 
acción de nulidad de la que deriva la consecuencia de restituir y que, tratándose de supuesto 
de nulidad absoluta, la consecuencia ha de ser la imprescriptibilidad (SSAP de Alicante de 
27 de septiembre de 2018, Sección 8ª, y AP de La Rioja de 13 de noviembre de 2017). Otras 
Audiencias entendieron que eran dos las acciones ejercitadas acumuladamente,  una la de 
nulidad absoluta y otra la de remoción de efectos de la nulidad, la primera imprescriptible y 
la  segunda  sujeta  al  plazo  de  prescripción  del  artículo  1964  del  Código  Civil.  Existían 
también discrepancias dentro de este segundo grupo sobre el  día inicial del cómputo del 
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plazo, unas resoluciones lo situaban en el momento del pago (AP Barcelona, sección 15ª de 
23 de enero de 2019, AP A Coruña, Sección 4ª, de 22 de noviembre de 2018), otras lo hacen 
coincidir con la declaración de nulidad siguiendo el criterio de la sentencia apelada, otras 
con la fecha de la sentencia del Tribunal Supremo de 23 de diciembre de 2015 que declaró la 
nulidad en el seno de una acción colectiva por ser el momento en que los consumidores 
pudieron tener conocimiento del derecho a resarcirse ( AP de Cáceres, Sección 1ª, de 22 de 
diciembre de 2017) y otras con las sentencias del Tribunal Supremo 44, 46, 47, 48 y 49/2019 
de 23 de enero, en las que el Tribunal sienta con plenitud doctrina jurisprudencial sobre la 
cláusula sobre gastos y los efectos derivados de la misma (AP de Lugo, Sección 1ª, de 2 de 
mayo de 2019).

En la mencionada sentencia de 23 de enero de 2019 el Tribunal Supremo estima obligada la 
devolución  de  las  cantidades  indebidamente  abonadas  por  los  prestatarios  como 
consecuencia de cláusula análoga a la aquí contemplada, no obstante descartar la aplicación 
del artículo 1303 de Código Civil. En tal sentido la STS 47/2019 de 23 de enero razona:

"El efecto restitutorio derivado del art. 6.1 de la Directiva y previsto en el art. 1303 CC no  
es directamente aplicable, en tanto que no son abonos hechos por el consumidor al banco  
que éste deba devolver, sino pagos hechos por el consumidor a terceros (notario, registrador  
de la propiedad, gestoría, etc.), en virtud de la imposición contenida en la cláusula abusiva.

No obstante, como el art. 6.1 de la Directiva 93/13 exige el restablecimiento de la situación  
de hecho y de Derecho en la que se encontraría el consumidor de no haber existido dicha  
cláusula,  debe  imponerse  a  la  entidad  prestamista  el  abono  al  consumidor  de  las  
cantidades,  o  parte  de ellas,  que le  hubieran correspondido abonar a ella  de no haber  
mediado  la  estipulación  abusiva.  En  palabras  de  las  sentencias  147/2018  y  148/2018,  
anulada la condición general, debe acordarse que el profesional retribuya al consumidor  
por las cantidades indebidamente abonadas.

Como dice la STJUE de 31 de mayo de 2018, C-483/2016:

"34. [...] la declaración del carácter abusivo de la cláusula debe permitir que se restablezca  
la situación de hecho y de Derecho en la que se encontraría el consumidor de no haber  
existido tal cláusula abusiva, concretamente mediante la constitución de un derecho a la  
restitución de las ventajas obtenidas indebidamente por el  profesional en detrimento del  
consumidor en virtud de la cláusula abusiva".

Hemos dicho en la sentencia de pleno 725/2018, de 19 de diciembre, que aunque en nuestro  
Derecho nacional  no existe  una previsión específica que se ajuste  a esta obligación de  
restablecimiento de la situación jurídica y económica del consumidor, se trataría de una  
situación  asimilable  a  la  del  enriquecimiento  injusto,  en  tanto  que  el  banco  se  habría  
lucrado indebidamente al ahorrarse unos costes que legalmente le hubiera correspondido  
asumir  y  que,  mediante  la  cláusula  abusiva,  desplazó  al  consumidor. Y  también  tiene  
similitudes analógicas con el pago de lo indebido, en cuanto que el consumidor hizo un  
pago indebido y  la  entidad prestamista,  aunque no hubiera recibido directamente dicho  
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pago, se habría beneficiado del mismo, puesto que, al haberlo asumido indebidamente el  
prestatario, se ahorró el pago de todo o parte de lo que le correspondía".

Así,  pues,  el  Tribunal  Supremo  defendía  el  restablecimiento  de  la  situación  jurídica  y 
económica del consumidor sin matizaciones derivadas del transcurso del tiempo en cuanto al 
reembolso.  Aplica  el  art.  6.1  de  la  Directiva  93/13  que  exige  el  restablecimiento  de  la 
situación de hecho y de Derecho en la que se encontraría el consumidor de no haber existido 
la cláusula y hace suyo el argumento de la STJUE de 31 de mayo de 2018, C-483/2016 que 
anuda a la declaración del carácter abusivo de la cláusula la constitución de un derecho a la 
restitución  de  las  ventajas  obtenidas  indebidamente por  el  profesional  en detrimento del 
consumidor en virtud de la cláusula abusiva.

Posteriormente,  la STJUE de 9 de julio de 2020, (recurso C-698/18), resolviendo sendas 
cuestiones  prejudiciales  planteadas  por  el  tribunal  especializado  de  Mure,  Rumania,  en 
relación con los plazos de prescripción establecidos en el derecho rumano para las acciones 
de enriquecimiento injusto -tres años- consecuencia de la nulidad de cláusulas abusivas y el 
cómputo del dies a quo, declara en su fallo:

"1) Los artículos 2, letra b ), 6, apartado 1, y 7, apartado 1, de la Directiva 93/13/CEE del  
Consejo, de 5 de abril de 1993 , sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados  
con consumidores, deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una normativa  
nacional que, al mismo tiempo que establece el carácter imprescriptible de la acción cuyo  
objeto es declarar la nulidad de una cláusula abusiva incluida en un contrato celebrado  
entre un profesional y un consumidor, somete a un plazo de prescripción la acción dirigida a  
hacer valer los efectos restitutorios de esa declaración, siempre y cuando ese plazo no sea  
menos favorable que el  aplicable a recursos similares de carácter interno (principio de  
equivalencia) y no haga imposible en la práctica o excesivamente difícil el ejercicio de los  
derechos conferidos por el ordenamiento jurídico de la Unión, en particular por la Directiva  
93/13 (principio de efectividad).

2) Los artículos 2, letra b ), 6, apartado 1 , y 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 , así como  
los principios de equivalencia, de efectividad y de seguridad jurídica, deben interpretarse en  
el sentido de que se oponen a una interpretación jurisdiccional de la normativa nacional  
según la cual la acción judicial de restitución de las cantidades pagadas indebidamente a  
consecuencia  de  una  cláusula  abusiva  incluida  en  un  contrato  celebrado  entre  un  
consumidor y  un profesional  queda sujeta a un plazo de  prescripción de tres  años que  
empieza  a  correr  desde  la  fecha  de  cumplimiento  íntegro  de  ese  contrato,  cuando  se  
presume,  sin  ser  preciso  verificarlo,  que  en  esa  fecha  el  consumidor  debía  tener  
conocimiento  del  carácter  abusivo  de  la  cláusula  en  cuestión  o  cuando,  para  acciones  
similares basadas en ciertas disposiciones del Derecho interno, ese mismo plazo únicamente  
empieza a correr a partir de la declaración judicial de la causa de esas acciones".

La STJUE de 16 de julio de 2020, dictada en los asuntos acumulados C-144/19 y C-259/19, 
resuelve trece cuestiones prejudiciales planteadas por el juzgado de primera instancia nº 17 
de Palma de Mallorca (asunto C-224/19) y dos cuestiones prejudiciales planteadas por el 

Código Seguro De
Verificación:

8Y12VN258XWDFS97JWYGMKBBJXZ6NE Fecha 11/05/2023

Firmado Por SONIA MARIA ALONSO VILLALBA

ALEJANDRO TASCON GARCIA

Url De Verificación https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma/ Página 5/15

https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma/code/8Y12VN258XWDFS97JWYGMKBBJXZ6NE


E
s 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

de
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

Juzgado de Primera Instancia de Ceuta ( C-259/19). Las peticiones de decisión prejudicial 
tienen por objeto la  interpretación de los artículos  3 a  8  de la  Directiva 93/13/CEE del 
Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con 
consumidores.  Las  peticiones  se  presentaron  en  el  contexto  de  dos  litigios,  en  los  que 
intervinieron, respectivamente, como profesionales prestamistas Caixabank, S, A. y Banco 
Bilbao Vizcaya Argentaria, S. A.

En lo que atañe a la prescripción, el Juzgado de primera instancia n.º 7 de Palma de Mallorca 
planteó la siguiente cuestión prejudicial:

13) Se cuestiona si  a la vista del principio de no vinculación y del principio del efecto  
disuasorio de la Directiva 93/13 (art. 6.1 y 7.1), los efectos restitutorios derivados de una  
declaración de nulidad por abusiva de una cláusula inserta en un contrato celebrado entre  
un consumidor y un profesional, pueden ser limitados en el tiempo mediante la apreciación  
de la excepción de prescripción de la acción de restitución de cantidad, aunque la acción de  
nulidad radical que declare la abusividad de la cláusula sea imprescriptible conforme a la  
legislación nacional.».

Las normas de derecho interno relacionadas con la expuesta cuestión prejudicial, relativas a 
los efectos de la nulidad y prescripción son:

Artículo 1303 del Código Civil: «Declarada la nulidad de una obligación, los contratantes 
deben restituirse recíprocamente las cosas que hubiesen sido materia del contrato, con sus 
frutos, y el precio con los intereses, salvo lo que se dispone en los artículos siguientes»

Artículo 1964, apartado 2, del Código Civil: «Las acciones personales que no tengan plazo 
especial  prescriben  a  los  cinco  años  desde  que  pueda  exigirse  el  cumplimiento  de  la 
obligación. En las obligaciones continuadas de hacer o no hacer, el plazo comenzará cada 
vez que se incumplan.»

Artículo 1969 del Código Civil: «El tiempo para la prescripción de toda clase de acciones, 
cuando no haya disposición especial que otra cosa determine, se contará desde el día en que 
pudieron ejercitarse».

La STJUE de 16 de julio de 2020 se pronuncia sobre la cuestión prejudicial planteada en los 
siguientes términos, de reproducción necesaria para una mejor comprensión de la decisión 
que se adopta:

"81  A este  respecto,  debe  recordarse  que  la  protección  que  la  Directiva  otorga  a  los  
consumidores se opone a una normativa interna que prohíbe al juez nacional, al expirar un  
plazo de preclusión, declarar el carácter abusivo de una cláusula inserta en un contrato  
celebrado entre un profesional y un consumidor ( sentencia de 21 de noviembre de 2002,  
Cofidis, C-473/00, EU:C:2002:705, apartado 38).

82 No obstante, el Tribunal de Justicia ya ha reconocido que la protección del consumidor  
no es absoluta ( sentencia de 21 de diciembre de 2016, Gutiérrez Naranjo y otros, C-154/15,  
C-307/15 y C-308/15, EU:C:2016:980, apartado 68) y que la fijación de plazos razonables  
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de carácter preclusivo para recurrir, en interés de la seguridad jurídica, es compatible con  
el Derecho de la Unión ( sentencias de 6 de octubre de 2009, Asturcom Telecomunicaciones,  
C-40/08, EU:C:2009:615, apartado 41, y de 21 de diciembre de 2016, Gutiérrez Naranjo y  
otros, C-154/15, C-307/15 y C-308/15, EU:C:2016:980, apartado 69).

83 A este respecto, debe señalarse que, a falta de normativa específica de la Unión en la  
materia, las condiciones en las que se preste la protección de los consumidores prevista en  
el artículo 6, apartado 1, y en el artículo 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 corresponden  
al  ordenamiento  jurídico  interno  de  los  Estados  miembros  en  virtud  del  principio  de  
autonomía procesal de estos. No obstante, estas condiciones no deben ser menos favorables  
que las aplicables a situaciones similares de carácter interno (principio de equivalencia) y  
no deben hacer imposible en la práctica o excesivamente difícil el ejercicio de los derechos  
conferidos por el ordenamiento jurídico comunitario (principio de efectividad) (véase, en  
este sentido, en particular, la sentencia de 26 de octubre de 2006, Mostaza Claro, C-168/05,  
EU:C:2006:675, apartado 24 y jurisprudencia citada).

84  De lo  anterior  se  sigue  que  el  Derecho de  la  Unión no se opone a una normativa  
nacional que, a la vez que reconoce el carácter imprescriptible de la acción de nulidad de  
una  cláusula  abusiva  incluida  en  un  contrato  celebrado  entre  un  profesional  y  un  
consumidor, sujeta a un plazo de prescripción la acción dirigida a hacer valer los efectos  
restitutorios de esta declaración, siempre que se respeten los principios de equivalencia y de  
efectividad.

85 Por lo que se refiere,  más concretamente, al  principio de efectividad, el  Tribunal de  
Justicia  ya  ha  declarado  que  cada  caso  en  el  que  se  plantee  la  cuestión  de  si  una  
disposición  procesal  nacional  hace  imposible  o  excesivamente  difícil  la  aplicación  del  
Derecho  de  la  Unión  debe  analizarse  teniendo  en  cuenta  el  lugar  que  ocupa  dicha  
disposición dentro del conjunto del procedimiento y el desarrollo y las peculiaridades de  
este  ante  las  diversas  instancias  nacionales.  Desde  esta  perspectiva,  procede  tomar  en  
consideración, en su caso, los principios en los que se basa el sistema judicial nacional,  
como la protección del derecho de defensa, el principio de seguridad jurídica y el buen  
desarrollo del procedimiento ( sentencia de 26 de junio de 2019, Addiko Bank, C-407/18,  
EU:C:2019:537, apartado 48 y jurisprudencia citada).

86  En  el  litigio  principal,  el  órgano  jurisdiccional  remitente  indica  que  se  plantea  la  
eventual aplicación del plazo de prescripción de cinco años establecido en el artículo 1964,  
apartado 2, del Código Civil a la acción dirigida a hacer valer los efectos restitutorios de la  
declaración de la nulidad de una cláusula contractual abusiva de un contrato de préstamo  
hipotecario.

87 Dado que plazos de prescripción de tres años ( sentencia de 15 de abril de 2010, Barth,  
C-542/08, EU:C:2010:193, apartado 28) o de dos años ( sentencia de 15 de diciembre de  
2011, Banca Antoniana Popolare Veneta, C-427/10, EU:C:2011:844, apartado 25) han sido  
considerados en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia conformes con el principio de  
efectividad, debe considerarse que un plazo de prescripción de cinco años aplicable a la  
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acción dirigida a hacer valer los efectos restitutorios de la declaración de la nulidad de una  
cláusula abusiva no parece, en principio y sin perjuicio de la apreciación por parte del  
órgano jurisdiccional remitente de los elementos mencionados en el anterior apartado 85,  
que pueda hacer imposible en la práctica o excesivamente difícil el ejercicio de los derechos  
conferidos por la Directiva 93/13.

88 El órgano jurisdiccional remitente alberga también dudas, en esencia, acerca de si es  
compatible  con  el  principio  de  efectividad,  en  relación  con  el  principio  de  seguridad  
jurídica, una jurisprudencia nacional con arreglo a la cual el plazo de prescripción de cinco  
años para el ejercicio de una acción dirigida a hacer valer los efectos restitutorios de la  
declaración de la nulidad de una cláusula contractual abusiva comienza a correr a partir de  
la celebración del contrato que contiene esta cláusula.

89 Del auto de remisión se desprende que este plazo, fijado en el artículo 1964, apartado 2,  
del  Código Civil,  parece empezar a correr a partir  de la conclusión de un contrato de  
préstamo hipotecario que contiene una cláusula abusiva, extremo este cuya comprobación,  
no obstante, corresponde al órgano jurisdiccional remitente.

90 A este  respecto,  procede tener en  cuenta la  circunstancia de  que es  posible  que  los  
consumidores ignoren que una cláusula incluida en un contrato de préstamo hipotecario sea  
abusiva o no perciban la amplitud de los derechos que les reconoce la  Directiva 93/13  
(véase, en este sentido, la sentencia de 13 de septiembre de 2018, Profi Credit Polska, C-
176/17, EU:C:2018:711, apartado 69).

91 Pues bien, la aplicación de un plazo de prescripción de cinco años que comience a correr  
a partir de la celebración del contrato, en la medida en que tal aplicación implica que el  
consumidor solo pueda solicitar la restitución de los pagos realizados en ejecución de una  
cláusula contractual  declarada abusiva durante los  cinco primeros  años siguientes a la  
firma  del  contrato  -con  independencia  de  si  este  tenía  o  podía  razonablemente  tener  
conocimiento del carácter abusivo de esta cláusula-, puede hacer excesivamente difícil el  
ejercicio de los derechos que la Directiva 93/13 confiere a este consumidor y, por lo tanto,  
vulnerar el principio de efectividad, en relación con el principio de seguridad jurídica.

92 Habida cuenta del conjunto de las anteriores consideraciones, debe responderse a la  
decimotercera  cuestión  prejudicial  planteada  en  el  asunto  C-224/19  que  el  artículo  6,  
apartado 1, y el  artículo 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 deben interpretarse en el  
sentido de que no se oponen a que el ejercicio de la acción dirigida a hacer valer los efectos  
restitutorios de la declaración de la nulidad de una cláusula contractual abusiva quede  
sometido a un plazo de prescripción, siempre que ni el momento en que ese plazo comienza  
a correr ni su duración hagan imposible en la práctica o excesivamente difícil el ejercicio  
del derecho del consumidor a solicitar tal restitución"

En virtud de ello declara en su fallo, apartado 4: "4) El artículo 6, apartado 1, y el artículo  
7, apartado 1, de la Directiva 93/13 deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a  
que el ejercicio de la acción dirigida a hacer valer los efectos restitutorios de la declaración  
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de  la  nulidad  de  una  cláusula  contractual  abusiva  quede  sometido  a  un  plazo  de  
prescripción, siempre que ni el momento en que ese plazo comienza a correr ni su duración  
hagan  imposible  en  la  práctica  o  excesivamente  difícil  el  ejercicio  del  derecho  del  
consumidor a solicitar tal restitución".

El  criterio  de  considerar  como  dies  a  quo  el  de  la  fecha  del  contrato  fue  descartado 
nuevamente  por  la  sentencia  del  TJUE de  10  de  junio  de  2021,  BNP Paribas  Personal 
Finance, asuntos acumulados C-776/19 a C- 782/19, el TJUE, cuyo apartado 47 dice: «Pues 
bien, la oposición de un plazo de prescripción de cinco años, como el controvertido en los  
litigios principales, a una acción ejercitada por un consumidor para obtener la devolución  
de cantidades indebidamente abonadas, sobre la base de cláusulas abusivas en el sentido de  
la  Directiva  93/13,  que  empieza  a correr  en  la  fecha de  la  aceptación de  la  oferta de  
préstamo, no garantiza a dicho consumidor una protección efectiva, ya que ese plazo puede  
haber expirado antes incluso de que el consumidor pueda tener conocimiento del carácter  
abusivo de una cláusula contenida en el contrato en cuestión. Un plazo de ese tipo hace  
excesivamente difícil el ejercicio de los derechos que la Directiva 93/13 confiere a dicho  
consumidor y, por consiguiente, viola el principio de efectividad (véanse, por analogía, las  
sentencias de 9 de julio de 2020, Raiffeisen Bank, apartados 67 y 75, y de 16 de julio de  
2020, Caixabank y BBVA, apartado 91)».

La sentencia del TJUE de 22 de abril de 2021, Profit Credit Slovakia, C-485/19, al igual que 
había hecho ya en la STJUE de 9 de julio de 2020, Raiffeisen Bank S.A., excluye también 
como dies a quo el día en que se realizó el pago, como momento en el que se consumó el  
enriquecimiento sin causa.

Partiendo  de  dicha  doctrina,  de  las  normas  de  derecho  interno  sobre  prescripción, 
ponderando  las  razones  proporcionadas  por  las  diversas  Audiencias  Provinciales  y  con 
aceptación de la opinión mayoritaria sobre el deslinde entre acción declarativa de nulidad y 
acción de  reintegro  de  las  cantidades  indebidamente  abonadas,  se  pueden establecer  las 
siguientes conclusiones:

1) estimar de aplicación el plazo de cinco años para el ejercicio de la acción de reintegro 
patrimonial (o quince años, según la fecha de interposición de la demanda).

2) descartar como "dies a quo" del cómputo del plazo, el del pago o de la celebración del 
contrato, porque entonces el consumidor desconocía la abusividad de la cláusula, su nulidad 
y las acciones de ella derivadas, de modo que esa interpretación dejaría al consumidor en una 
situación de indefensión, en contra de la protección dispensada por la legislación tuitiva; y

3) considerar día inicial la fecha de publicación de la STS de 23 de diciembre de 2015 que se 
pronunció sobre la nulidad de cláusulas sobre gastos análogas, siendo entonces de general 
conocimiento la posibilidad de ejercicio de la acción.

Finalmente, procede indicar que el T.S., Sala Primera, mediante Auto de 22 de Julio 2021, 
Rec. 1799/2020, ha planteado al TJUE, petición de decisión prejudicial en relación con el 
dies a quo de la prescripción de la acción de restitución; si bien, la resolución de la cuestión 
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no condiciona el sentido de esta Sentencia, pues las fechas sobre las que el T.S. consulta al 
TJUE son:

1º- Sentencia firme en que se haya declarado la nulidad de dicha cláusula. Respecto a esta 
fecha  el  T.S.  tiene  dudas  que  tal  interpretación  sea  conforme  al  principio  de  seguridad 
jurídica.

2º- Situar como día inicial del plazo de prescripción la fecha de las sentencias del Tribunal 
Supremo que fijaron doctrina jurisprudencial sobre los efectos restitutorios (sentencias de 23 
de enero de 2019).

3.-  Considerar  como día inicial  del  plazo de prescripción  la  fecha  de  las  sentencias  del 
Tribunal de Justicia que declararon que la acción de restitución podía estar sujeta a un plazo 
de prescripción (básicamente, SSTJUE de 9 de julio de 2020, Raiffeisen Bank SA, asuntos 
acumulados  C-698/10  y  699/18;  o  de  16  de  julio  de  2020,  Caixabank  SA,  asuntos 
acumulados C-224/19 y C-259/19, que confirma la anterior).

Fechas todas ellas más favorables al consumidor.

Descendiendo al caso aquí enjuiciado, tomando cualquiera de las fechas indicadas, en ningún 
caso la acción estaría prescripta por lo que procede rechazar la excepción planteada.

CUARTO.- De las consecuencias de la declaración de nulidad.

Tras la relevante S. del TJUE de 14 de junio de 2012 (origen de la reforma operada por Ley 
3/2014 de 27 de Marzo) el art. 83 del TRDCU dispone que: "Las cláusulas abusivas serán 
nulas  de  pleno  derecho  y  se  tendrán  por  no  puestas.  A  estos  efectos,  el  Juez,  previa  
audiencia de las  partes,  declarará la  nulidad de las  cláusulas  abusivas  incluidas  en  el  
contrato, el cual, no obstante, seguirá siendo obligatorio para las partes en los mismos  
términos, siempre que pueda subsistir sin dichas cláusulas". En efecto, en dicha resolución 
el Tribunal vino a recordar que las cláusulas abusivas "no vincularán al consumidor" por lo 
que  el  contrato  en  cuestión  debe  subsistir,  en  principio,  sin  otra  modificación  que  la 
resultante de la supresión de las cláusulas abusivas, en la medida en que, en virtud de las 
normas del Derecho interno, tal persistencia del contrato sea jurídicamente posible.

Por tanto, debe procederse a resolver las consecuencias de la nulidad de la cláusula que nos 
ocupa de manera que el prestatario ostente la misma situación que si nada se hubiera pactado 
en materia de gastos del préstamo hipotecario.

Por ello la primera cuestión que se hace preciso destacar es que las cantidades que ya ha 
abonado  el  prestatario  por  aplicación  de  esta  cláusula  no  son  cantidades  que  hubiera 
percibido el Banco sino importes satisfechos a terceros (Notario, Registrador, empresa de 
tasación, gestoría) cuya intervención en la operación ha devengado la obligación de abonar 
estos  aranceles  y/o  el  coste  de  dichos  servicios.  Por  tanto,  no  estamos  en  presencia  de 
prestaciones percibidas o cobradas por el Banco y que, por aplicación del art. 1303 del CC , 

Código Seguro De
Verificación:

8Y12VN258XWDFS97JWYGMKBBJXZ6NE Fecha 11/05/2023

Firmado Por SONIA MARIA ALONSO VILLALBA

ALEJANDRO TASCON GARCIA

Url De Verificación https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma/ Página 10/15

https://ws050.juntadeandalucia.es/verificarFirma/code/8Y12VN258XWDFS97JWYGMKBBJXZ6NE


E
s 

co
pi

a 
au

té
nt

ic
a 

de
 d

oc
um

en
to

 e
le

ct
ró

ni
co

el Banco deba "restituir" con sus intereses. En definitiva, una vez declarada la nulidad de la 
cláusula, la recuperación de los importes ya abonados por la parte prestataria no forma parte 
del  efecto restitutorio ex lege del  art.  1303 CC sino que vendría  a  fundamentarse en el 
derecho indemnizatorio que asiste al prestatario frente al Banco o, en último término, en la 
proscripción del enriquecimiento injusto. Por tanto, no se trata de que el Banco tenga que 
abonar al prestatario todos y cada uno de los importes abonados por el mismo en concepto de 
gastos sino que deberá procederse como si la cláusula no hubiera operado nunca y, por tanto, 
atendiendo a la normas aplicables en defecto de pacto. 

Las  Sentencias del Pleno de la Sala Civil  del Tribunal Supremo 44/19, 46/19, 47/19,  
48/19 y 49/19 sentaron jurisprudencia y recogían el régimen que venía aplicándose para la 
restitución de las cantidades abonadas por los prestatarios cuando se declara la nulidad de la 
cláusula, como en el caso de autos. 

Respecto a los aranceles de Notario, dispone: “En lo que respecta a los gastos de notaría, el  
art. 63 del Reglamento del Notariado remite la retribución de los notarios a lo que se regule  
en  Arancel.  En primer lugar, la  diversidad de negocios  jurídicos  -préstamo e hipoteca-  
plasmados  en  la  escritura  pública  no  se  traduce  arancelariamente  en  varios  conceptos  
minutables: el préstamo, por su cuantía; y la hipoteca, por el importe garantizado; sino que,  
en armonía con lo antes razonado, prevalece una consideración unitaria del conjunto, por  
lo que se aplica el arancel por un solo concepto, el préstamo hipotecario. A su vez, la norma 
Sexta del Anexo II, del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba  
el Arancel de los Notarios, dispone: "La obligación de pago de los derechos corresponderá  
a los que hubieren requerido la prestación de las funciones o los servicios del Notario y, en  
su caso, a los interesados según las normas sustantivas y fiscales, y si fueren varios, a todos  
ellos solidariamente".

Desde este punto de vista, la intervención notarial interesa a ambas partes, por lo que los  
costes de la matriz deben distribuirse por mitad. El interés del prestamista reside en la  
obtención de un título ejecutivo (art.517.2.4ª LEC), mientras que el interés del prestatario  
radica  en  la  obtención  de  un  préstamo  con  garantía  hipotecaria.  Es  decir,  como  la  
normativa notarial habla en general de interesados, pero no especifica si a estos efectos de  
redacción  de  la  matriz  el  interesado  es  el  prestatario  o  el  prestamista,  y  el  préstamo  
hipotecario es una realidad inescindible, en la que están interesados tanto el consumidor  
-por la obtención del préstamo a un interés generalmente inferior al que pagaría en un  
contrato sin garantía real-, como el prestamista -por la garantía hipotecaria-, es razonable  
distribuir  por  mitad  el  pago  de  los  gastos  que  genera  su  otorgamiento .  Esta  misma 
solución debe predicarse respecto de la escritura de modificación del préstamo hipotecario,  
puesto que ambas partes están interesadas en la modificación o novación. En cuanto a la  
escritura de cancelación de la hipoteca, el interesado en la liberación del gravamen es el  
prestatario, por lo que le corresponde este gasto.”
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Respecto de los gastos de registro, disponen las citadas resoluciones: En lo que atañe a los  
gastos del registro de la propiedad, el Real Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, por el  
que se aprueba el Arancel de los Registradores de la Propiedad, establece en la Norma  
Octava de su Anexo II, apartado 1.º, que: "Los derechos del Registrador se pagarán por  
aquél  o  aquéllos  a  cuyo  favor  se  inscriba  o  anote  inmediatamente  el  derecho,  siendo  
exigibles también a la persona que haya presentado el documento, pero en el caso de las  
letras  b)  y  c)  del  artículo  6 de  la  Ley  Hipotecaria,  se  abonarán por  el  transmitente  o  
interesado". 

Con arreglo a estos apartados del art. 6 LH, la inscripción de los títulos en el Registro  
podrá pedirse  indistintamente  por  el  que  lo  transmita  (b)  y  por  quien  tenga interés  en  
asegurar el derecho que se deba inscribir (c).

A diferencia, pues, del Arancel Notarial, que sí hace referencia, como criterio de imputación  
de  pagos  a  quien  tenga interés  en  la  operación,  el  Arancel  de  los  Registradores  de la  
Propiedad no contempla una regla semejante al establecer quién debe abonar esos gastos,  
sino que los imputa directamente a aquél a cuyo favor se inscriba o anote el derecho.

Desde  este  punto  de  vista,  la  garantía  hipotecaria  se  inscribe  a  favor  del  banco  
prestamista, por lo que es a éste al que corresponde el pago de los gastos que ocasione la  
inscripción del contrato de préstamo hipotecario. En cuanto a la inscripción de la escritura  
de cancelación, ésta libera el gravamen y, por tanto, se inscribe en favor del prestatario, por  
lo que le corresponde este gasto.”

Respecto de los  gastos de gestoría, disponen las citadas resoluciones:  “En cuanto a los  
gastos de gestoría o gestión, no existe norma legal que atribuya su pago al prestamista o al  
prestatario. En la práctica, se trata de una serie de gestiones derivadas de la formalización  
del préstamo hipotecario: la llevanza al notario de la documentación para la confección de  
la  escritura,  su  presentación  en  el  registro  de  la  propiedad  o  su  presentación  ante  la  
Agencia  Tributaria  para  el  pago  del  impuesto  de  actos  jurídicos  documentados.  Estas  
gestiones no necesitan el nombramiento de un gestor profesional, ya que podrían llevarse a  
cabo por el propio banco o por el propio cliente. Sin embargo, el Real Decreto-Ley 6/2000,  
de 23 de junio, sobre Medidas Urgentes de Intensificación de la Competencia en Mercados  
de Bienes y  Servicios da por supuesta la prestación de este servicio en su art.  40,  que  
establece la obligación de ponerse acuerdo en el nombramiento del gestor y considera el  
incumplimiento de esta obligación como una infracción de lo preceptuado en el párrafo  
segundo del art. 48 de la Ley 26/ 1988, de 29 de julio, de Disciplina e Intervención de  
Entidades de Crédito.

Ante esta realidad y dado que, cuando se haya recurrido a los servicios de un gestor, las  
gestiones se  realizan en interés o beneficio de ambas partes,  el gasto generado por este  
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concepto deberá ser sufragado por mitad.”

Sin embargo, por mor de la vinculación de jueces y tribunales a la jurisprudencia del TJUE 
que ordena el art 4 bis de la LOPJ, el criterio mantenido debe matizarse en virtud del dictado 
de la  Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Sala Cuarta) de 16 de 
julio de 2020, en los asuntos acumulados C 224/19 y C 259/19. "[E]l artículo 6, apartado  
1, y el artículo 7, apartado 1, de la Directiva 93/13 deben interpretarse en el sentido de que  
se oponen a que, en caso de nulidad de una cláusula contractual abusiva que impone al  
consumidor el pago de la totalidad de los gastos de constitución y cancelación de hipoteca,  
el juez nacional niegue al consumidor la devolución de las cantidades abonadas en virtud  
de esta cláusula, salvo que las disposiciones de Derecho nacional aplicables en defecto de  
tal cláusula impongan al consumidor el pago de la totalidad o de una parte de esos gastos" 

Establece el Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el Arancel 
de los Notarios:  “Sexta.-La obligación de pago de los derechos corresponderá a  los que 
hubieren requerido la prestación de funciones o los servicios del Notario y, en su caso, a los 
interesados  según  las  normas  sustantivas  y  fiscales,  y  si  fueren  varios,  a  todos  ellos 
solidariamente.” Conforme ya se exponía anteriormente, la intervención notaria interesa a 
ambas partes por lo que ambas se consideran interesadas.

Conforme al Real Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el Arancel 
de los Registradores de la Propiedad: “Octava. 1. Los derechos del Registrador se pagarán 
por aquél o aquéllos a cuyo favor se inscriba o anote inmediatamente el derecho, siendo 
exigibles también a la persona que haya presentado el documento, pero en el caso de las 
letras  b  )  y  c)  del  artículo 6 de  la  Ley Hipotecaria  ,  se  abonarán por  el  transmitente  o 
interesado.” La Ley Hipotecaria  dispone “Artículo 6.  La inscripción de los títulos  en el 
Registro  podrá pedirse  indistintamente:...  b)  Por  el  que lo  transmita.  c)  Por  quien  tenga 
interés en asegurar el derecho que se deba inscribir...”

Cuestión diferente es la relativa a los gastos de gestoría. La Sentencia del Tribunal Supremo 
555/2020 de 26 de octubre de 2020 entiende que procede acomodar la doctrina del Alto 
Tribunal a la Sentencia del TJUE citada porque con anterioridad a la Ley 5/2019 de 15 de 
marzo de Contratos de Crédito Inmobiliario no existía ninguna previsión normativa sobre 
como debían abonarse esos gastos de gestoría. Por ello declara que “En esta situación ante  
la falta de una norma nacional aplicable en defecto de pacto que impusiera al prestatario el  
pago  de  la  totalidad  de  una  parte  de  esos  gastos  no  cabía  negar  al  consumidor  la  
devolución  de  las  cantidades  abonadas  en  virtud  de  la  cláusula  que  se  ha  declarado  
abusiva.”

De conformidad con lo anterior corresponde a la entidad bancaria el abono de la totalidad de 
los gastos examinados de inscripción en el registro de la propiedad, honorarios de gestoría 
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-con las precisiones que se expondrán en el siguiente párrafo-, así como el 50% de los gastos 
de  notaría,  cantidades  cuyo  abono  ha  acreditado  la  actora  mediante  la  documental  que 
adjunta a su demanda -DOC.  2 -, que no fue impugnada por la demandada.

En lo que respecta a la gestoría, la restitución pretendida ha de reducirse, en tanto la actora 
se extralimita en su pretensión resarcitoria. La factura aportada incluye en su concepto que 
los trámites verificados por la entidad gestora se correspondían, no solo a la hipoteca, sino 
también a la operación de compraventa y a una cancelación hipotecaria. En consecuencia, se 
considera proporcional una rebaja de un 50% de la cantidad pretendida por tal concepto, esto 
es, 205,66 euros.

La  restitución  comprende los  intereses  desde  que  se  hicieron  los  pagos  no  debidos,  de 
conformidad con la Sentencia del Tribunal Supremo 725/2018 de 19 de diciembre de 2018 
que dispone que “para dar efectividad al tan mencionado art. 6.1 de la Directiva, en lo que  
respecta  a  los  intereses  que  han  de  devengar  las  cantidades  que  debe  percibir  el  
consumidor, resulta aplicable analógicamente el art. 1896 CC, puesto que la calificación de  
la cláusula como abusiva es equiparable a la mala fe del predisponente. Conforme a dicho  
precepto,  cuando haya de restituirse una cantidad de dinero deberá abonarse el  interés  
legal desde el  momento en que se recibió el pago indebido -en este caso, se produjo el  
beneficio indebido- ( sentencia 727/1991, de 22 de octubre). A su vez, la sentencia 331/1959,  
de 20 de mayo, declaró, en un supuesto de pago de lo indebido con mala fe del beneficiado,  
que la deuda de éste se incrementa con el interés legal desde la recepción, así como que la  
regla  específica  de  intereses  del  art.  1896  CC  excluye,  "por  su  especialidad  e  
incompatibilidad", la general de los arts. 1101 y 1108 CC ...”

La cantidad declarada  devengara  así  mismo el  interés  legal  del  dinero  con arreglo  a  lo 
dispuesto  en el  artículo  576 de la  Ley de  enjuiciamiento  Civil  desde el  dictado de esta 
sentencia.

QUINTO.- De las costas.

De acuerdo con el artículo 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, habiéndose producido una 
ESTIMACIÓN  SUSTANCIAL  de  la  demanda,  procede  condenar  en  costas  a  la  parte 
demandada. 

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación al caso

FALLO

Que ESTIMANDO SUSTANCIALMENTE la demanda formulada por  
 representado/a/os/as  por  el  Procurador/a  D./DÑA.  MARIA ISABEL 
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HERRADA MARTIN,  frente  a  BBVA SA,  representado  por  el  Procurador/a   

 
.- DECLARO la nulidad, por tener el carácter de abusivo, de la cláusula que se contiene 

en la  estipulación quinta  del  contrato de préstamo hipotecario celebrado entre  las partes 
mediante escritura pública autorizada por el Notario   

, sobre gastos al  
prestatario, condenando a la demandada a eliminar dicha cláusula del contrato.

2.- Se condena a la entidad BBVA SA a abonar a  la cantidad de 
574,22 euros, con los intereses establecidos en el fundamento  4º.

3.- Se imponen las costas a la parte demandada.

Notifíquese la presente resolución a las partes indicando que contra la misma cabe interponer 
recurso de APELACION, del que conocerá la Audiencia Provincial  de Huelva,  debiendo 
interponerse ante este Juzgado, previo el correspondiente depósito en la cuenta 5364 0000 04 
080921, en el plazo de VEINTE DÍAS contados desde el día siguiente a la notificación de la 
resolución,  debiendo  exponer  las  alegaciones  en  que  se  base  la  impugnación,  y  citar  la 
resolución apelada y los pronunciamientos que se impugna.

Llévese testimonio de la presente a los autos de su razón con archivo de la original en el 
Libro de Sentencias.

Así  por  esta  mi  sentencia,  juzgando definitivamente  en  primera  instancia,  lo  pronuncio, 
mando y firmo.

PUBLICACION: Leída y publicada que ha sido la anterior sentencia por el Juez que la 
suscribe en el mismo día de su fecha. Doy fe.

"La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo  
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con  
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de  
tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios  
a las leyes."
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